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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 2078/2017-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: 
**********

AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCION DE PROTECCIÓN CIVIL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., treinta de enero de dos mil diecinueve.  


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 2078/2017-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veinticuatro de enero de dos mil dieciocho,   se tuvo a  **********, demandando actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

-Dirección de Protección Civil del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 12:00 doce horas del treinta de abril de dos mil dieciocho, con la asistencia de la parte actora. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja de la ********** de este expediente, documento al que es de otorgar valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.
Suscribe la demanda **********demandando actos y respecto de la autoridad antes señalada. 
 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al actor, quien comparece a través de su representante legal el **********, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma se encuentran acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aporto para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que la acredita como tal, según constancia que obra a foja 64 de autos. 

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, la autoridad demandada hace valer las causales de Improcedencia y Sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción II, en relación con el artículo 229 fracción II del Código en cita, con el argumento de que el acto que se combate, se encuentra debidamente fundado y motivado conforme a lo establecido por el artículo 16 constitucional, en relación con los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    

QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 04 a la 05 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis la siguiente jurisprudencia: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.

SEXTO.- A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el Primer y Único Concepto de Impugnación que hace valer el actor, es de resultar infundado en parte e infundado por inoperante por otra, en virtud de las siguientes consideraciones legales: 

  
En primer lugar, el acto que combate el actor lo es:
**********

Para efectos de combatir dicho acto, el demandante en este Concepto de Impugnación, hace valer diversos agravios en el sentido siguiente: 


Dice que el acto en mención, le causa perjuicio porque según a su decir, no tomó en cuenta el hecho que originó la Visita de Inspección y/o Verificación, que es la motivación legal del procedimiento llevado a cabo dentro de sus instalaciones y que al existir pruebas que acrediten que el hecho denunciado nunca se suscitó, éste debe ser tomando en cuenta para emitir una resolución favorable.


Argumenta además que la demandada tampoco tomó en cuenta el escrito por el **********, mediante el que dice dio cumplimiento a algunas de las observaciones citadas en el acta, aunque dice que dicha visita no estaba destinada a la observancia de los mismos, pues dice que se dio cumplimiento de manera puntual a éstos y se anexaron fotos como evidencia de la atención que se había brindado hacia puertas de salida de emergencia, extintores obstruidos, escrito y pruebas que la autoridad no tomó en cuenta al momento de emitir su resolución.

Además, que la motivación y fundamentación de dicha visita fue la de constatar una supuesta fuga de azufre, de la cual se acreditó que no sucedió dentro de sus instalaciones y que se sanciona por observaciones que fueron atendidas de manera puntual, sin conceder de manera alguna que el motivo y fin de la inspección fuese el de revisar que se encontraban las salidas de emergencia despejadas de extintores y pasillos de “emergencia” siendo completamente omisa la autoridad en su punto número “OCTAVO” de su considerando pues claramente manifiesta que dentro del expediente **********, no obran oficios o documentos con los que dé cumplimiento a las recomendaciones emitidas por el inspector en la visita de inspección del **********
Lo cierto es que ese número de expediente lo desconoce, pues dice que el mismo, nunca le fue notificado o jamás se le notificó de manera puntual que dicho número de expediente le correspondería dentro del procedimiento y que ante dicha omisión, la autoridad vulnera su derecho de audiencia.

Dice que ingresó un escrito en el que se señaló domicilio para oír  y recibir notificaciones, siendo que jamás se recibió notificación alguna por parte de la autoridad para hacerlo sabedor de dicho número de expediente y que ello, es una clara violación al procedimiento, aunado a todas las violaciones e inobservancias y falta de claridad en los puntos resolutorios de esa autoridad. 

Ahora bien, en cuanto al argumento consistente en que la demandada no tomó en cuenta el hecho que originó la Visita de Inspección y/o Verificación y que lo fue una supuesta fuga de azufre es infundado.

Lo anterior, en razón de que del contenido total del acto que se combate, se puede apreciar que el Inspector Comisionado para llevar a cabo la Visita e Inspección en el lugar de la actora, señaló en una forma clara y precisa lo siguiente:

“Se realiza recorrido y análisis de las áreas de las cuáles se tuvo reporte de fuga de azufre, en el cuál la empresa muestra evidencia presencial, video vigilancia técnica y de sistemas de control en tanques de azufre, en los cuáles no se encuentra evidencia de ninguna emergencia al interior del inmueble.” (F. 18)

Texto anterior que se encuentra contenido en el ********** y que fue transcrito por parte de la demandada al acto que se combate, tal y como así se hace constar a foja ********** de este expediente.  

Entonces, sí se expresaron los motivos por los que se llevó a cabo la inspección, como lo es una supuesta fuga de azufre, tan es así que sí se tomaron en cuenta las pruebas que en ese preciso momento le fueron presentadas por parte de quien entendió la diligencia y que consistieron en la evidencia presencial, video vigilancia técnica y de sistemas de control en tanques de azufre, con lo que se acreditó que no existió evidencia de ninguna emergencia al interior del inmueble, apreciando que tal motivación, es acorde con los hechos denunciados.

En su argumento relativo a que la demandada tampoco tomó en cuenta el escrito por el **********, mediante el que dice dio cumplimiento a algunas de las observaciones citadas en el acta, como lo son fotos que evidencian la atención que se había brindado hacia puertas de salida de emergencia, extintores obstruidos, es infundado.
Lo anterior es así, puesto que de acuerdo al contenido del acto que se combate, se advierte que la demandada dejó debidamente señalado en el Considerando OCTAVO lo siguiente:

********** no obran oficios o documentos  con los que se dé cumplimiento a las recomendaciones emitidas por el inspector en la **********

Entonces, si dicho documento no se presentó en su momento ante la autoridad demandada para efectos de desvirtuar las irregularidades encontradas en la Visita de Inspección, es de concluir que no podía tomar en cuenta el escrito a que hace referencia.
Ahora bien, no pasa desapercibido por parte de ésta Primera Sala Unitaria que el actor, al momento de presentar su demanda de nulidad, no presentó prueba alguna tendiente a acreditar los hechos denunciados, tal y como así se hace constar en su escrito original de demanda y que en su parte final solo se limitó a señalar lo siguiente: 

“PRIMERO.- Tenerme por presentando con este escrito y documentos que se anexan al mismo…” (F. 05).

Tan es así que mediante proveído del ocho de diciembre de dos mil diecisiete, se le requirió al actor para que subsanara tal omisión, señalándole al respecto que:

“Toda vez que el actor fue omiso en señalar de manera expresa las pruebas que ofrece y dado que anexa dos documentales a su demanda…” (F. 21 VUELTA)  
Entonces, mediante  escrito recibido en éste Tribunal el veintitrés de enero de dos mil dieciocho, el promovente dio cumplimiento con lo requerido, anexando a dicho escrito tres pruebas documentales consistentes en:

**********

Mediante proveído del veinticuatro de enero de dos mil dieciocho, se le tuvo al promovente por dando cumplimiento a lo requerido, sin embargo, se le tuvo por no presentado el escrito emitido por el ********** ya que si bien es cierto se le requirió para que subsanara omisiones por pruebas, lo cierto también es que, únicamente, se le requirió para que señalara de manera expresa las pruebas que pretendía ofrecer en su escrito inicial de demanda, dado que anexaba dos documentales, por lo que dicho requerimiento iba encaminado a subsanar su omisión en señalar las pruebas que se acompañaron y no se ofrecieron, más no para que perfeccionara sus pruebas ofreciendo otras tantas como lo pretendió hacer en su escrito. 

Además, también le fue señalado que el Código Procesal, establece los tiempos en los cuales, las partes en un juicio contencioso deben de ofrecer sus pruebas, por tanto, si la parte actora presento su demanda **********, desde ese escrito, es donde debió por lo menos haber  anunciado las pruebas que ofrecía en el escrito de cuenta, por lo que no fue factible tener por ofrecida la documental que identifica como documental tercera, ya que ésta no fue acompañada en su escrito inicial de demanda. 
En consecuencia de lo anterior, no resultó procedente perfeccionar su capítulo de pruebas, dado que el momento procesal oportuno para ofrecerlas y exhibirlas era en el escrito inicial de demanda, de conformidad con lo estipulado en los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

De lo anterior se advierte que el principio de las cargas probatorias, fue acogido por la legislación local que rige el juicio contencioso administrativo, ya que los artículos invocados por parte de la Titular de la Primer Sala Colegiada establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 233. El escrito de demanda deberá contener:

…

IX. Las pruebas que se ofrezcan y los hechos de la demanda con los que las mismas se encuentren relacionadas.”

“ARTÍCULO 234. A la demanda deberán anexarse: 

I…” 

II. Los documentos en que conste el acto impugnado y su notificación, cuando los tenga a su disposición el actor; o copia de la petición no resuelta, en caso de negativa ficta;

III. Una copia de la demanda y de los documentos anexos, para cada una de las partes, y

IV. El interrogatorio o cuestionario respectivo firmados por el oferente, en caso de que se ofrezca prueba testimonial o pericial…” 
En cuanto a las autoridades demandadas, el legislador local consideró que las autoridades demandadas estaban obligadas a cumplir en los términos:  

“ARTÍCULO 243. La parte demandada en su contestación y en la contestación de la ampliación de la demanda expresará: 

I.- Los incidentes de previo y especial pronunciamiento a que haya lugar; 

II. Las excepciones, cualquiera que sea su naturaleza, excepto cuando se apoyen en pruebas supervenientes y éstas hayan sido ofrecidas y admitidas como tales; 

III. Las consideraciones que a su juicio impidan se emita la decisión en cuanto al fondo, o demuestren que no ha nacido o que se ha extinguido el derecho en el que el actor apoya su demanda; 

IV. La referencia concreta a cada uno de los hechos que el actor impute de manera expresa, afirmándolos, negándolos, expresando que los ignora por no ser propios o exponiendo cómo ocurrieron; 

V. Los argumentos que demuestren la ineficacia de los agravios, y 

VI. Las pruebas que ofrezca

Por otra parte, el artículo 217 del Código en mención establece lo siguiente:

ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código. 

A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.
A su vez, el código adjetivo civil supletorio, contiene en su artículo 273, la regla general de la carga de la prueba, consistente en que “El que afirma está obligado a probar”, de acuerdo a lo siguiente: . 
“Artículo 273. El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción, y el reo los de sus excepciones.”

Desde ese punto de vista, en el juicio de nulidad tramitado ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, la parte que afirme tendrá el deber de probar sus respectivas posiciones de hecho.
Entonces, la postura del actor radicó en el supuesto cumplimiento dado ante la demandada, pretendiendo acreditarlo con el escrito que refiere, sin embargo, tomando en consideración las  circunstancias ya señaladas y en respeto al principio de igualdad procesal, la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, desestimó la prueba en mención ofrecida por parte del demandante fuera de tiempo, ya que como se dejó señalado con antelación, si la parte actora presentó su demanda desde el **********, desde ese escrito, debió anunciar dicha prueba documental, sin que en el presente caso así haya sucedido. 
En otro de sus argumentos, señala que la motivación y fundamentación de dicha visita, fue la de constatar una supuesta fuga de azufre, sin conceder de manera alguna que el motivo y fin de la inspección fuese el de revisar que se encontraban las salidas de emergencia despejadas de extintores y pasillos de “emergencia”.
Es inoperante el relatado argumento, pues de acuerdo al planteamiento en que lo propone el actor, no señaló en forma concreta, algún razonamiento jurídico encaminado a destruir de manera eficaz, la presunción de legalidad de la resolución recurrida, en cuanto al fundamento y motivación en que se basó la autoridad demandada para la emisión de la misma, puesto que los argumentos propuestos por el demandante, no están dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se basó la demandada para sustentar la resolución combatida.
Por el contrario, de una lectura al contenido de la orden de Inspección, misma que se encuentra agregada en autos a foja **********de este expediente y a la que se le valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se puede advertir que la demandada para efectos de emitir la citada orden, se fundamentó entre otros, en los artículos 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54 y 55 fracciones VIII, IX, X y XI, 257 y 261  del Reglamento de Protección Civil del Municipio de San Luis Potosí. 

De los preceptos señalados, se desprenden las facultades y obligaciones de la Dirección de Protección Civil en el Municipio de  San Luis Potosí, para emitir actos como lo es la orden de Inspección, con la finalidad de inspeccionar Fábricas e industrias como es el caso que nos ocupa, ello para tomar medidas de seguridad y de prevención de riesgos, así como para  supervisar que existan señalamientos informativos, visibles y entendibles que indiquen la ruta a seguir en caso de evacuación del lugar.

Además, estará facultada para que los lugares a inspeccionar, cuenten con extinguidores de fuego en estado de uso, en lugares visibles y de fácil acceso; que se delimiten de manera clara y entendible, con líneas de pintura color amarillo, las áreas de acceso restringido, así como contar con los señalamientos informativos, preventivos e informativos.
Para una mayor claridad en lo anterior, se hace necesario transcribir los citados artículos que a la letra establecen: 

“Artículo 45.- La Dirección tiene por objeto sentar las bases para prevenir o mitigar en lo posible contingencias que puedan ser causadas por riesgos, calamidades o desastres, así como realizar acciones tendientes a proteger y brindar auxilio a la población ante la eventualidad de que dichos fenómenos ocurran, a través de los programas de acción que implemente y en su caso, de las medidas que considere necesarias para el restablecimiento de la normalidad en la vida comunitaria.”
“Artículo 47.- La Dirección tendrá la facultad de inspeccionar, supervisar y revisar de manera periódica, conforme a lo que dispone el presente Reglamento, las instalaciones, asentamientos humanos, inmuebles o predios susceptibles de construcción, señalándose de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes: 

I. 

XI. Fábricas e industrias…” 

“Artículo 49.- La Dirección dependerá administrativamente de la Secretaría General del Ayuntamiento, podrá constituirse con el personal que se considere pertinente para conseguir sus objetivos y estará integrada por: 

I. Un Director; 

II. Un Subdirector…” 

“Artículo 50.- La Dirección está facultada para tomar medidas de seguridad y de prevención de riesgos, calamidades o desastres, y para actuar en caso de que se manifiesten, sin perjuicio de que el Consejo Municipal pueda intervenir cuando así lo considere pertinente.”
“Artículo 52.- La Dirección supervisará el cumplimiento en los establecimientos, de los siguientes aspectos: 

I. Que existan señalamientos informativos, visibles y entendibles que indiquen la ruta a seguir en caso de evacuación del lugar, de acuerdo a las normas oficiales mexicanas de la materia; 

II. Que se cuente con extinguidores de fuego en estado de uso, en lugares visibles y de fácil acceso, que además tengan de manera clara y entendible las instrucciones de uso; así como de equipo para detección de humo, detección de gases inflamables, red de hidrantes, trajes estructurales de bombero y otros equipos, si por la naturaleza de actividades del Asentamiento Humano se puedan considerar; 

III. Que se delimiten de manera clara y entendible, con líneas de pintura color amarillo, las áreas de acceso restringido, así como contar con los señalamientos informativos, preventivos, prohibitivos e informativos a que hacen referencia las normas oficiales mexicanas aplicables a la materia; 

IV. De ser el caso, que el lugar cuente con iluminación y sistema de iluminación de emergencia, ventilación y sistema de extracción apropiada, de acuerdo a la normatividad aplicable; 

V. Que se cuente con sistema de alertamiento visual, audible o mixto de conformidad a la naturaleza de las actividades desarrolladas en el inmueble; 

VI. Que se cuente con las autorizaciones del área destinada para almacenar los residuos y sustancias tóxicas o peligrosas, según la normatividad aplicable. Estas autorizaciones deberán estar a la vista; 

VII. Que se cuente con botiquín de primeros auxilios, y otros implementos de atención, si la naturaleza de las actividades del asentamiento humano lo demandan; Se deberá contar con personal capacitado para prestar los primeros auxilios; 

VIII. Que se cuente con un sistema de regaderas de emergencia funcionales, así como con un sistema de lavaojos, el cual deberá estar conectado a la red del sistema hidráulico de la regadera de emergencia, lo anterior en el caso de que en el establecimiento exista laboratorio o área de trabajo donde se manejen o manipulen materiales y residuos peligrosos; 

IX. Que se cuente con señalamientos acerca del área de acceso al personal y equipo del Sistema Municipal para el caso de riesgo, calamidad o desastre; Lo anterior, si las condiciones del inmueble lo permiten; 

X. Que se cuente con la revisión periódica del estado de las instalaciones y recursos para atención de emergencia; con la solicitud, si es necesario, de los dictámenes técnicos aprobatorios vigentes de instalaciones de gas Lp, gas natural, instalación eléctrica, pruebas de hermeticidad; con la autorización de recipientes sujetos a presión o criogénicos; con las bitácoras de mantenimiento; con el programa interno de protección Civil; con las constancias de capacitación de la unidad interna de protección Civil; con el dictamen de seguridad estructural y conservación de inmuebles; y con las pólizas de seguro o daños a terceros u documento que garantice la operación de las condiciones de seguridad de los asentamientos humanos, 

XI. Que se haya realizado una revisión periódica del estado de las instalaciones y equipo de seguridad, y 

XII. Los demás que la Dirección considere adecuado para garantizar la integridad física de las personas.”
“Artículo 55.- El o la Titular de la Dirección, será nombrado/a y removido/a por el Presidente Municipal libremente; estará subordinado a la Secretaría General del Ayuntamiento, tendrá el carácter de autoridad y las siguientes atribuciones y obligaciones:
VIII. Ordenar y realizar directamente visitas de inspección en cualquier tiempo, en aquellos lugares públicos o privados que se presuma constituyan un punto de riesgo para la seguridad o salud pública, ya sea para cerciorarse de que las personas físicas o morales cumplan con las medidas preventivas de protección Civil, esto conforme a los lineamientos Federales, Estatales y el presente Reglamento, así como la normatividad que resulte aplicable de acuerdo al giro del establecimiento; 

IX. Determinar la existencia de riesgos en las construcciones, establecimientos o inmuebles, así como dictar las medidas de seguridad adecuadas a fin de minimizarlos o evitarlos; 

X. Emitir el Dictamen de seguridad; 

XI. Imponer las sanciones que resulten procedentes con motivo de las violaciones en que se incurra al presente Reglamento…” 

“Artículo 257.- La Dirección podrá, de conformidad con lo establecido por el Artículo 76 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y demás normas aplicables, inspeccionar o verificar bienes, personas y vehículos de transporte, incluyendo los que manejen materiales peligrosos, lo anterior con el objeto de comprobar: el cumplimiento de las disposiciones aplicables en materia de Protección Civil; que las unidades cuenten con la autorización para circular realizando la distribución de materiales y residuos peligrosos; y que se disponga de áreas específicas para su almacenamiento o disposición final dentro del territorio del Municipio de San Luis Potosí.”
“Artículo 261.- El procedimiento de inspección, se iniciará en forma oficiosa, a petición de parte, de otra autoridad, mediante denuncia ciudadana o medio electrónico, con la detección del lugar de probable riesgo, calamidad o Desastre.”
De lo anterior, se tiene que las facultades de la autoridad demandada, contenidas en la orden que se analiza, no limitan su actuación, solamente para llevar a cabo la visita de inspección para verificar que única y exclusivamente no existía una fuga de azufre como así lo pretende hacer ver el demandante, sino que tales facultades son amplias en la medida en que ha sido señalado con antelación, además, dicha autoridad está facultada para llevar a cabo el procedimiento de inspección, en forma oficiosa; a petición de parte; mediante denuncia ciudadana o medio electrónico, con la detección del lugar de probable riesgo. 

Por ello, la autoridad demandada estaba facultada para verificar que en el lugar inspeccionado se encontró: 
-Extinguidores obstruidos. 

- Salidas de emergencia obstruidas.

- Pasillos de emergencia obstruidos.

- Pasillos con falta de pintura en todas las áreas. 

- Falta de repintado conforme a la normatividad vigente.

Lo anterior quedó debidamente señalado en el Acta de Inspección, lo cual es visible a foja 18 de este expediente y considerado por la demandada como infracciones al Reglamento en mención.

Entonces, la demandada con fundamento en las facultades contenidas el artículo 55 fracción  XII, 56 y 313 fracción I  del citado Reglamento, consideró necesario la imposición de la sanción consistente en multa a la hoy actora, tal y como así se hace constar a foja 33 de este expediente, apreciando que para efecto de llevar a cabo sus actuaciones en el acto que nos ocupa, se ajustó en todo momento a la legislación por ella invocada en el acto en cuestión. 
Por último, señala el demandante que el número de expediente **********, lo desconoce, pues dice que el mismo, nunca le fue notificado o jamás se le notificó de manera puntual que dicho número de expediente le correspondería dentro del procedimiento, pues dice que ingresó un escrito en el que se señaló domicilio para oír  y recibir notificaciones, siendo que jamás se recibió notificación alguna por parte de la autoridad para hacerlo sabedor de dicho número de expediente.
A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el relatado argumento es de considerarse infundado por inoperante, en virtud de que si bien es cierto, el número de expediente no lo conoció hasta cuando le fue notificada la resolución que combate, no menos cierto lo es que ello, en nada le causa perjuicio alguno, toda vez que no demuestra cómo es que trascendió a sus defensas,  puesto que como él mismo lo hace de manifiesto,  pudo comparecer con el escrito con el que dice señaló domicilio para oír notificaciones y con el que dice subsanó las irregularidades encontradas por la demandada, pues en todo momento ha identificado plenamente el procedimiento en que  reconoce haber comparecido. 
Con el escrito en mención, según lo afirma sin haberlo probado con oportunidad en el presente procedimiento, pretendió subsanar las pruebas en este juicio, sin embargo, éste fue desestimado por estar fuera de plazo como ha sido señalado con antelación.  

Entonces, si finalmente cono lo confiesa expresamente sin probar tal hecho, compareció ante la demandada dentro el citado procedimiento de la causa que se le siguió, el hecho de no conocer el número de expediente en nada trascendió a su esfera jurídica, pues no se advierte con ello perjuicio alguno a los derechos fundamentales del actor, de ahí lo infundado por inoperante de este agravio.    
Es importante señalar que, suponiendo sin conceder que sea cierto el hecho de que el actor haya subsanado las irregularidades encontradas como así lo pretende hacer ver, no menos cierto lo es que de acuerdo a lo que establece el artículo 313, último párrafo del Reglamento en mención, ello no lo liberó de la imposición de sanción de multa por parte de la autoridad demandada, pues subsanar tales irregularidades, son parte de sus obligaciones, por lo que para un mejor entendimiento se transcribe en su parte conducente el precepto en mención que establece:  

“ARTÍCULO 313.- El Titular de la Dirección, en su resolución podrá decretar lo siguiente: 

I. Que resulta procedente sancionar, y 

II. La falta de elementos para sancionar. 

La imposición y ejecución de las sanciones no liberan al infractor de la obligación de corregir las irregularidades que las motivaron.”
En consecuencia, toda vez que los Conceptos de Impugnación resultaron infundados e inoperantes, pero además, las pruebas aportadas en este juicio no destruyeron la presunción de legalidad de la resolución impugnada, se procede a declarar su legalidad. 
Por el contrario, el acto que se combate, se encuentra debidamente fundado y motivado conforme a lo establecido en el artículo 16 Constitucional,  de lo que se tiene entonces la LEGALIDAD y VALIDEZ del mismo.  

En cuanto a las pretensiones señaladas por el demandante en su escrito original de demanda, consistentes en que se declare la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia, se hacía necesario haber declarado la nulidad del acto que se combate, sin que en el presente casi así haya sucedido, dado lo infundado de sus conceptos de impugnación 

En virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.





